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PRESIDE: — Señor Representante Pablo Mieres. 


MIEMBROS: Señores Representantes Beatriz Argimón, Roberto Conde, Glenda Rondán y Jaime Mario 
Trobo. 


ASISTE: Señora Representante Margarita Percovich. 


SEÑOR PRESIDENTE (Mieres).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 15 y 10) 


La Comisión Especial con Fines Legislativos sobre las Situaciones de Pobreza tiene el gusto de recibir a 
las señoras Diputadas Lucía Topolansky y Margarita Percovich, quienes forman parte del grupo de 
legisladores que elaboraron un proyecto de ley presentado el 15 de enero de este año. La iniciativa hace 
referencia a un subsidio de alimentación, útiles de higiene y servicios de agua potable y energía eléctrica para 
núcleos familiares desempleados o con bajos niveles de ingresos. 


El objetivo de esta reunión no es iniciar la discusión del texto sino tomar conocimiento de la iniciativa a 
través de una presentación por parte de sus redactores. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Agradezco a la Comisión que nos haya recibido. 


El año pasado seguí bastante de cerca el trabajo de esta Comisión y estudié con profundidad el informe que 
produjo, que creo fue una de las mejores cosas que se hicieron desde que estoy en el Parlamento. Inclusive, 
me tomé el trabajo de mandarlo a distintos lugares; ando con él a cuestas porque me ha sido de mucha 
utilidad. 


Empiezo diciendo esto porque en el marco de ese informe y de lo que vivimos el año pasado -que no voy a 
describir porque todos lo conocemos bien- surgió la idea de este proyecto. 


La verdad es que Uruguay tiene un montón de políticas sociales pero están un poco desparramadas y 
superpuestas; a veces sucede que en un sector de la sociedad se cruzan varias, mientras otros quedan 
desguarnecidos. Casi todas las políticas sociales están orientadas hacia sectores de riesgo de la población: 
niños, adolescentes, etcétera. 


¿Por qué dirigimos este proyecto a la familia? Esto tiene una razón: creemos que la sociedad sin la familia se 
desarma. Partimos de la premisa de que la sociedad necesita de la familia para funcionar. La familia podrá 
haber tenido, a lo largo del siglo que pasó y de este, cambios en su estructura, pero ese es otro tema. La 
familia existe y debe existir para que la sociedad pueda funcionar. 


Partiendo de esa premisa y de un momento de crisis como el que estamos viviendo, entendemos que la 
familia también está siendo vulnerada. Nosotros participamos de la Comisión que trataba temas relativos a la 
emigración en la que vimos el drama de las familias que se van desintegrando porque algunos de sus 
miembros se van a buscar trabajo a otros países y cómo los problemas económicos cruzan la interna de las 
familias. Esto también lo vimos en los temas de violencia doméstica y demás. 


Entonces, pensamos en buscar alguna herramienta, alguna política social que, ante un momento difícil como 
el que estamos viviendo, apoyara a la familia en su cohesión, que es lo que le va a permitir pasar este período 
y salir hacia el futuro sin haber sido lesionada. No tenemos nada contra las ollas populares, los comedores, 
los merenderos, ni contra la ley que votamos el año pasado que prevé el reparto de un ensopado, pero 
pensamos que esa política no es sustentable en el tiempo y la crisis, desgraciadamente, será larga. No 
podemos tener a la gente de una familia haciendo cola, los padres por un lado y los chiquilines en un 
merendero. Ese acto de reunirse, por lo menos, una vez al día en la mesa familiar podría parecer trivial, pero 
para nosotros tiene una importancia básica y lo tenemos que preservar. Es decir, la familia debe tener un 
lugar de reunión, de estar, donde las generaciones intercambien experiencias. Para lograrlo debemos tratar 
que la familia vuelva a comer en su casa. 


No sabemos cuál será el plan de trabajo de la Comisión, pero como está abocada a buscar soluciones 
legislativas en todos los temas que se analizaron, traemos esta iniciativa. Asimismo, adelantamos que a la 
Comisión se presentará otra iniciativa sobre huerta familiar, que está elaborando el señor Diputado Agazzi, 
que también es parte de este proyecto. Es decir, tratamos de que esa casa siga funcionando y que sus 
componentes tengan allí un último refugio cuando les va mal en otros lugares de la sociedad. 


Este es el fundamento de por qué la iniciativa está dirigida a los núcleos familiares. 


Por otro parte, no pude encontrar en ningún organismo público algún dato que me indicara que hay tantas 
familias en esta situación; siempre se me aportaron datos parciales de los cuales se podría deducir un número 
aproximado, pero no hay certeza. Esto me enfrentó a la primera dificultad: ¿a qué universo me dirijo? Por esa 
razón, primero pensé en la realización de un censo, pero me interioricé de cómo era la mecánica de los 
censos en el INE y me di cuenta que era muy complicada porque hay que organizarlo, realizarlo y luego 
interpretarlo, y la situación me parece que no podía esperar. Así que opté por el camino del registro que, por 
supuesto, es voluntario porque pienso que no se puede obligar a nadie a acogerse a una ley, sino que debe 
darse la oportunidad para hacerlo, y por eso establecí que el registro es voluntario. Lo hago móvil porque hay 
familias que viven de changas, muy precarias, y no todos los meses tienen un ingreso determinado, por lo que 
el subsidio debe tener un marco de movilidad. Además, establezco que sea un registro abierto porque, por 
ejemplo, hoy una familia puede estar pasando esa situación porque tiene un trabajo, pero mañana no, por lo 
que quizás quiera acogerse a la ley. 


Otro aspecto que subrayo es que este subsidio, que es un esfuerzo de la sociedad, tiene una contrapartida 
porque entiendo que no educamos ni vamos a ningún lado si simplemente damos, ya que podríamos generar 
otro fenómeno que inclusive la he estado viendo bastante en este último tiempo: el hábito de no trabajar. Eso 


puede parecer una simpleza, pero a mi entender es muy grave, es decir, por no conseguir trabajo y de ir 
rodando se puede caer en el hábito de no trabajar. A mi entender, esto sería terrible desde el punto de vista 
social, mucho peor que la crisis bancaria. Por eso en el proyecto se prevén dos contrapartidas: una es muy 
parecida a la que se estableció en la Ley de Asignaciones Familiares, ya que la educación es imprescindible 
para todo aquello que vayamos a pensar para el futuro, y la otra es una tarea comunitaria por núcleo familiar 
para que se dé ese vínculo, es decir, la sociedad me da y yo le devuelvo, para que se dé el sentido de 
pertenencia y no de exclusión o de marginación. 


¿Por qué tomo en cuenta un cuarto de la Canasta Básica Familiar, según la definición del Ministerio de 
Economía y Finanzas? Tuve en cuenta muchos referentes, pero no fue fácil definir esa cantidad; no quise 
poner lista de productos porque acota un poco la libertad de la gente. Además, si fuera una lista de productos, 
quizás, por ejemplo, en Tomás Gomensoro no existan esos productos. Es decir que yo tengo que dar cierta 
posibilidad a la persona; por eso tomé esta canasta del instituto. Tengo en mi poder algunas planillas -que voy 
a proporcionar a la Comisión- sobre cómo el Instituto de Economía llega al cálculo y puse ese tope hacia 
arriba. 


Además de la alimentación agregué útiles de higiene, porque en las colas de los merenderos recogí la queja 
de que a la gente le faltaban esos útiles para lo elemental: para lavar la ropa o bañarse. El otro día tuve la 
mala suerte de estar en un barrio muy pobre de los alrededores de Minas y, precisamente, en forma insistente 
la gente me planteaba esto. Estas personas estaban recibiendo la canasta del INDA y decían: "Pero 
precisamos un jabón; ¿cómo vamos a mandar a los chiquilines a la escuela?". Casi todos los de ese barrio son 
hijos de monteadores; se trata de un trabajo muy duro y muy incierto porque tiene que ver con el tiempo y 
con otras cosas. 


Con relación a los comercios, estoy convencida de que las grandes superficies no han servido. Sinceramente, 
creo que los europeos se han dado cuenta de ello y están dando marcha atrás. Cuando se instaló el 
supermercado Devoto Sayago, se cerraron como 300 localcitos pequeños, familiares. Quizás la gente 
trabajaría muchas horas pero, en definitiva, eso era lo suyo. Uno puede decir que se autoexplotaban; 
probablemente sí. Pero no es lo mismo esa autoexplotación familiar, cuando uno está luchando por un 
almacencito que después puede ir progresando si mejora la coyuntura, que estar trabajando en las grandes 
superficies. Por eso las excluí; además, porque quería incluir a las ferias 


Considero que las ferias son los lugares más democráticos en cuanto a repartir ingresos. A su vez, creo que 
hay que traer a la formalidad a todos esos comercios; y como yo exijo los papeles, para acogerse a la ley, de 
algún modo los traigo a la formalidad. En este sentido, tengo un dato de la DGI sobre el monotributo. Si bien 
es por unos pocos pesos -es decir que el feriante puede pagarlo-, la mayoría de los feriantes no lo están 
pagando. Yo les ofrezco la oportunidad de que haya un comprador, pero ellos se tienen que regularizar para 
que los acepte; de esta forma, le estaría trayendo al Estado alguna gente a la formalidad. Además, amplío un 
poco el espectro, al dar esta posibilidad a quienes comercian con frutas y verduras y otras cosas que se 
venden en la feria. 


Por otra parte, pienso que en el siglo XXI, la luz y el agua son tan elementales como la comida. Cuando 
vinieron los que emigraron a estas tierras -de quienes somos descendientes- no había luz ni agua y acá se 
arreglaron como pudieron. Pero era otro siglo. En este sentido hice un estudio de los consumos de UTE y de 
OSE en familias de entre cinco y seis personas para determinar estas cantidades que pueden parecer 
arbitrarias. ¿Cuál va a ser el costo para las empresas UTE y OSE? Esto hay que decirlo con todas las letras: 
esa gente está enganchada. Entonces, con esto voy a lograr la mentalidad de venir a la formalidad, porque 
también está el que se enganchó, después consiguió trabajo, pero le convino seguir enganchado y todos 
sabemos que esas cosas existen. 


En UTE me decían -esto no es una información oficial; tengo un hermano que es ingeniero y que trabajó 
desde los 18 años en ese organismo; ahora tiene más de 60- que tienen grandes fugas como producto de los 
enganches: esa es una realidad. Y cuando una persona se fue a la informalidad, lo más difícil es volverla al 
redil. Entonces, con este consumo limitado, la obligo a volver al redil y la controlo; porque si me entero que 
consiguió trabajo, la puedo sancionar. Es decir que tengo otra forma de saber qué está consumiendo esa 
familia. Sé que esto tiene un costo, pero tampoco es una suma que la empresa pública esté recaudando. 


¿Cómo monitoreo esto? Yo propongo la creación de Consejos Honorarios. La palabrita "honorario" me 
importa mucho, porque pienso que la población no soporta que se cree nada más, más allá de la buena 


voluntad que se pueda tener. Hablo de diecinueve, porque tenemos 19 departamentos y se tiene que ser ágil. 
Días pasados estuve hablando con el Subsecretario de Economía y Finanzas para visualizar el panorama de la 
distribución de los tiques y de las dificultades que había tenido el Ministerio en este sentido 


Por eso propongo 19 Consejos Honorarios. La composición política es todo un problema de controles 
cruzados; podría haberse tomado cualquier otra forma de integración. Una forma posible es por los partidos 
que tienen representación parlamentaria porque, en definitiva, la población los colocó en este Parlamento. 
Entonces, se me ocurre que esa podría ser una representación democrática. Por supuesto que en todos estos 
temas yo tengo la cabeza abierta para que la Comisión realice todos los cambios que entienda necesarios, si 
se interesa por este proyecto, porque mi objetivo es dar un apoyo a las familias y no que se mantenga este 
texto que es, más bien, un disparador de una discusión que creo que hay que dar. 


A su vez, propongo algunos controles; no quise ponerlos todos, porque se complicaba el proyecto de ley, pero 
eso se puede hacer por medio de la reglamentación. 


Y llegamos al punto doloroso: la financiación. En ese sentido, he pensado en algunas financiaciones que no 
escribí aquí; creo que uno tiene que abrir un poco la cabeza. Yo participo en la Comisión de Presupuestos, y 
me puse a buscar qué transferencias se podían hacer, sin aumentar las cifras del Presupuesto. Es muy difícil 
decir: "Le saco a tal Programa y le pongo a este otro", porque todos tienen su razón de ser; algunos serán más 
o menos importantes, según el ángulo de la vida en el que nos paremos. Entonces, hice un corte medio 
democrático sobre un porcentaje en la totalidad de los programas; tengo la dificultad de que no sé cuántos se 
van a acoger a la ley y no tengo el monto. De todos modos, estuve buscando en Internet qué tipo de 
financiación se podría lograr, y sé que sería del mismo tipo que la que el Banco Mundial dio para los planes 
"Trabajar" en Argentina. Esas financiaciones son para este tipo de planes específicos y no otros. Quiere decir 
que la financiación, puede no pasar por la vía de la redistribución presupuestal, que es la que se me ocurrió 
inicialmente. 


Por último, en cuanto a la vigencia de la ley, creo que debe ser transitoria, de emergencia, ante la situación 
que atraviesa el país; tres años atrás, este tipo de salidas no era pensable ni por las tapas. Pero creo que hoy 
tiene razón de ser y, por lo tanto, hay que ponerle una vigencia acotada en el tiempo porque he visto que a 
veces las leyes, que fueron hechas con un sentido temporal acotado, no se derogan, van quedando ahí en un 
paquete, con números viejísimos, estrafalarios. Quizás, un día los parlamentarios deberíamos hacer una 
especie de saneamiento de leyes en desuso. En realidad, las leyes quedan en desuso porque la coyuntura que 
las generó pasó y ya no se precisan más o hay que modificarlas. Es por eso que le pongo un plazo de 
vigencia, que lo fijo según el índice de desocupación, aunque puede usarse otro. La intención es que el 
Parlamento monitoree -pensando un poco en por qué tenemos esta Comisión- el seguimiento de la ley y su 
viabilidad práctica. ¡Ojalá que si el proyecto de ley se aprueba, dure cinco minutos! 


La intención de esto no está enfocado en la discusión sobre la orientación de la política económica ni en 
todas esas discusiones que hemos tenido y que seguiremos teniendo en el Parlamento, sino desde otro ángulo: 
la visualización de un problema y un posible camino de solución. 


Como los proyectos de ley tienen su parte de financiación, siempre terminan "sucuchados" en la Comisión de 
Hacienda y no se mueven nunca más, y tenía miedo que pasara lo mismo con este. Entonces, como existe 
esta Comisión, le planteé al señor Presidente de la Cámara que enviara el proyecto aquí, porque me parecía el 
lugar idóneo. Si este proyecto de ley no funcionara, si se pudiera modificar y si después hubiera que 
mantener alguna reunión con la Comisión de Hacienda para su financiación, macanudo, pero lo más 
importante es visualizar si este tipo de salida puede servirle a nuestra población. En realidad, esa es mi 
preocupación mayor. 


Si seguía mirando el proyecto, iba a continuar modificándolo, entonces, opté por ponerle punto final y traerlo 
a la Comisión ya que varias cabezas piensan mejor que una. Además, creo que esta tiene que ser una ley que 
tenga el respaldo del Parlamento o, por lo menos, el más amplio posible porque todos estamos metidos en el 
trabajo social, y si tiene éxito y le sirve a la familia uruguaya, nos va a servir a todos. 


Tengo un material complementario que voy a entregar a la Secretaría. Se trata de unos datos proporcionados 
por el Instituto de Economía, con muchas cifras, que creo conviene repartir y estudiar. Está diferenciado por 
rubros y también lo que corresponde a Montevideo y al interior porque los precios son distintos; es un 


material muy interesante. Debo decir que remití el borrador de este proyecto de ley al Instituto de Economía 
para que supieran el motivo por el que solicité su aporte. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Sabíamos que esta era una inquietud que la señora Diputada Topolansky tenía 
hace varios meses y la compartimos. 


Nos parece muy acertado que sea esta Comisión el ámbito donde se puedan intercambiar ideas sobre este 
proyecto. Tenemos siempre la misma impresión que ella de algunas Comisiones, donde se pierden iniciativas 
muy valiosas, como se da en el caso de la de Hacienda o de la de Constitución, Códigos, Legislación General 
y Administración. Y cuando existen Comisiones específicas que han abordado temáticas como esta, nos 
parece muy importante poder trabajar, independientemente -como decía la señora Diputada Topolansky- de 
que en algún momento haya que hacerlo con la Comisión de Hacienda. 


En principio, creo que este es un aporte muy valioso, entre otras cosas, porque el año pasado hicimos un 
seguimiento del "ensopado criollo". Con esta Comisión y con otra donde coincidimos las legisladoras hemos 
visitado en el departamento de Montevideo merenderos, comedores y ollas populares y, en realidad, el 
sistema está muy basado en la solidaridad de la gente, pero la gente se cansa, porque una cosa es un sistema 
temporal, por unos meses, y otra cuando ya tiene ribetes de permanencia que van más allá de un año. 


Independientemente de un trabajo muy bueno que ha hecho la gente del INDA -de organización y trabajo con 
la comunidad- y también la propia comunidad, vamos a tener que buscar otra herramienta. Esta Comisión 
había sido muy clara y, en el caso de nuestro Partido, al inicio de esta Legislatura habíamos planteado la 
posibilidad -sabemos que otros Partidos también lo han hecho- de la existencia de un plan nacional 
alimentario. Creemos que por ahí tenemos que encaminarnos porque sabemos que, inclusive en el ámbito 
académico y de trabajo de campo se habla de la desnutrición y del desbalance que puede haber en la comida 
de nuestros niños y niñas. Por lo tanto, la alimentación es clave y me parece importante que sea en esta 
Comisión donde se trabaje. 


Además, creo que una de las conclusiones a las cuales arribó la Comisión era la necesidad de que se pensara 
en la alimentación desde los elementos macro del Estado, de una forma diferente, y este puede ser un punto 
de partida. Me parece muy bueno empezar a trabajar en este tema, y como había quedado pendiente la 
invitación al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social por problemas de agenda de los parlamentarios, 
propongo que se le haga llegar el proyecto -no sé si la señora Diputada Topolansky ya lo hizo- ya que, 
independientemente del aspecto económico, en esa Cartera está instalada la política de alimentación. Reitero 
que me parece importante enviar el proyecto al señor Ministro e invitarlo a la Comisión para ver cuáles son 
los planes para este año -supongo que habrá habido un balance sobre lo que aconteció el año pasado- y de 
qué manera podemos ir acercándonos a este proyecto. Obviamente, se podrán hacer otras invitaciones y 
realizar un intercambio de opiniones. 


Además, me parece que sería bueno chequear algunas otras conclusiones a las que arribó esta Comisión, 
especialmente en lo que tiene que ver con lo indispensable de que alguien convoque a una coordinación de la 
inversión social que estamos haciendo, porque la sociedad ha hecho un esfuerzo muy importante en la 
inversión de distintos programas sociales, visto la situación que se estaba viviendo y, si antes notábamos la 
falta de coordinación y de intercambio, hoy lo seguimos notando con mucha preocupación. No son críticas 
sino simples apreciaciones; creemos que para optimizar esa inversión sigue faltándonos la coordinación. Me 
parece que es un punto importante. Observar cuáles han sido las diferentes conclusiones a las que arribamos 
y poder avanzar en el intercambio con los actores no sería cosa menor. 


SEÑORA PERCOVICH.- Comparto las últimas palabras pronunciadas por la señora Diputada 
Argimón, ya que todos hemos estado preocupados por la coordinación, lo cual también fue señalado 
por la señora Diputada Topolansky. 


Simplemente, voy a realizar algunas preguntas para hincarle el diente al proyecto. 


Quisiera saber qué va a pasar con las personas solas que están en situación de indigencia. La señora Diputada 
ha propuesto, claramente, dirigir esta propuesta a los grupos familiares, pero yo no sé si -aparte de los datos 
que arroja el censo- tenemos información acerca de cuántos hogares unipersonales están por debajo de la 
línea de pobreza, aunque tengo entendido que son muchos. Por lo tanto, quisiera saber qué pasará con esas 


personas que no tengan una relación con el núcleo familiar que pudieran inscribirse en el registro móvil. Me 
gustaría conocer la opinión de la señora Diputada Topolansky con respecto a este tema. 


Por otra parte, quisiera referirme a lo que planteaba la señora Diputada Argimón, ya que es una vieja 
preocupación de quienes venimos siguiendo este tema. Me gustaría saber qué posibilidades hay de que las 
instituciones que tienen responsabilidades con relación a la familia, como el INAME, el INDA, la Dirección 
Nacional de Empleo, puedan integrarse a los Consejos Departamentales. Me refiero a todas aquellas 
instituciones que puedan reunir datos a nivel departamental y que puedan ayudar a realizar el seguimiento y 
el monitoreo. Hago este planteo porque me parece que solo una Comisión de integración política -más allá de 
que da seguridad porque controla lo que se hace-, quizás no pueda efectivizar las cosas. 


Por otra parte, quisiera saber si el registro va a ser solamente de elaboración departamental o le vamos a dar, 
por el tipo de elementos que suministraría el subsidio, alguna característica más nacional. Realizo esta 
consulta porque me preocupa la viabilidad y el funcionamiento de esos registros, que no son fáciles de hacer 
ni de monitorear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que este tema se puede considerar desde dos aspectos. Uno de ellos, con 
un enfoque más general -al cual se refería la señora Diputada Argimón en su intervención-, y otro más 
específico, sobre las características del proyecto. 


Con respecto al enfoque más general, la gran pregunta es cuál es la estrategia adecuada para responder a una 
situación, sin duda de emergencia, que afecta a un núcleo creciente de la población. Además, debemos tener 
en cuenta que, según el criterio que utilicemos, ya sea línea de indigencia, de pobreza, canasta básica de 
alimentos, nivel de ingresos, etcétera, el porcentaje o la entidad de las familias de las que estamos hablando 
varía. Hago esta consulta asumiendo que lo que se implementó el año pasado fue, bien o mal, con ciertos 
defectos, demoras y, probablemente, con serios problemas de focalización, simplemente una respuesta muy 
de urgencia porque, por lo menos, había que suministrar alimentos para pasar el invierno. Luego el problema 
se extendió y el Director del INDA nos dijo en esta Comisión que había que revisar un poco el enfoque 
porque, en definitiva, lo que se había hecho no estaba impactando adecuadamente ni de la mejor manera. A 
esto se refirió la señora Diputada Topolansky cuando habló de la importancia de la familia y del ámbito 
familiar, ya que, en definitiva, cuando se crean comedores, ollas populares, etcétera -que es una actividad 
ciertamente encomiable y, muchas veces, inevitable-, también se genera un mecanismo de disgregación 
familiar, o se corre el riesgo de que se produzca. Por lo tanto, creo que es fundamental que nos preocupemos 
por elaborar una respuesta centrada en la familia, lo cual fue manejado por la señora Diputada Topolansky 
como un elemento principal en la filosofía del proyecto. 


A principios del año pasado invitamos a la Comisión al economista Jorge Notaro porque había salido a la 
prensa con una idea que me sigue pareciendo muy interesante, que era la de crear para Uruguay -en ese 
momento todavía no estábamos en el epicentro de la crisis, sino deslizándonos hacia él- un programa similar 
al "Trabajar" de la República Argentina, o a otras experiencias que se han desarrollado en Chile, en Bolivia, 
etcétera. La idea es generar oferta de empleo comunitario y, en función de eso, una remuneración durante 
cierto tiempo. Pero, además, este programa generaba un registro de desempleados; se trataba de un subsidio, 
pero fundado sobre la contraprestación del trabajo. La clave era que este tipo de trabajo no compitiera con el 
mercado formal empresarial, es decir, que se llevaran a cabo tareas que, de alguna manera, no se iban a 
realizar de otra forma que no fuera sino a través de mano de obra voluntaria o comunitaria, como era el 
planteo. 


Eso quedó sobre la mesa pero, de alguna manera, en este proyecto de ley aparece como una alternativa a 
desarrollar por parte de los beneficiarios como contraprestación. Todo esto me lleva a reflexionar sobre si no 
hay que desarrollar una iniciativa en ese sentido. 


A fines del año pasado tuve una conversación informal con el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 
Me consta que el Poder Ejecutivo no tenía una opinión favorable con respecto a una idea como la del 
economista Notaro, pero quizás la nueva Administración no tenga una postura tan crítica al respecto. Por lo 
tanto, me parece muy buena la idea de la señora Diputada Argimón en el sentido de enviarle este proyecto al 
señor Ministro. Además, considero que también se le puede hacer llegar el elaborado por el señor Diputado 
Díaz Maynard, que refiere al plan alimentario y que teníamos en carpeta, como así también invitarlo para 
mantener una discusión más general sobre este asunto, ya que me parece que hay una definición de enfoque o 


de postura general acerca de cómo construimos. Me parece que ahí está el punto en común entre el proyecto 
de ley elaborado por la señora Diputada Topolansky, la iniciativa del economista Notaro y lo que 
eventualmente pueda estar pensando el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social: cómo generamos una red 
de contención de los que están más abajo, ya que a esta altura se corre el riesgo de generar una escisión 
definitiva o de difícil reversibilidad en el corto y en el mediano plazo. Entonces, yo creo que este año es 
clave. El terremoto todavía está generando su onda expansiva, pero este es el año en el cual se deben rescatar 
las víctimas más débiles de ese cataclismo porque, de otro modo, se va a construir una nueva estructura social 
muy difícil de revertir. Por tanto, como enfoque general, diría que hay que discutirlo en ese contexto. 


También, en materia de comentario general, creo que se genera un problema cuando nos enfrentamos a 
construir políticas de contención social. Esto, de alguna manera, se me planteó cuando traté de armar algo 
alternativo para el régimen de asignaciones familiares; me refiero al control de ingresos. Y para construir una 
política realmente focalizada, de alguna forma, se debe confiar en la declaración de ingresos de los 
beneficiarios. Y cuando se plantea ese tema surge enseguida el problema del riesgo de la falta de veracidad en 
esas declaraciones, y de cómo se construye un contralor, fundamentalmente en el sector informal, porque en 
el formal, teóricamente, tenemos los instrumentos para verificarlo, aunque no están en acción, es decir, no 
están disparados a pesar de que se los podría disparar. 


Se dice que se está instrumentando un cruzamiento de datos entre la DGI y el BPS. Ojalá eso se desarrolle 
fuertemente así, pero hay un problema con el sector informal, con los ingresos variables, con los ingresos de 
fuente no salarial y, en definitiva, con un montón de elementos que constituyen lo que podemos llamar "el 
paquete de ingresos del núcleo familiar", que es lo que hay que considerar para tomar decisión sobre la 
asistencia. 


Creo que atrás de esto hay otra cuestión, más compleja y políticamente más cargada: nuestro régimen 
tributario. En definitiva, una de las variables clave de cierre de las declaraciones juradas es la existencia o no 
de un impuesto a la renta. Es decir, si en la estructura tributaria se tiene un impuesto a la renta, se construye 
una cultura fundada en las declaraciones de ingresos; entonces, se puede fundamentar una política social 
relacionada o derivada de esa estructura de declaraciones de ingresos, pero no la tenemos. Tampoco tenemos 
la cultura de las declaraciones de ingresos, y este es un problema adicional que se plantea tanto para 
determinar los beneficiarios en ocasión de este proyecto como para determinarlos con relación al régimen de 
asignaciones familiares. 


Hechos todos estos comentarios generales, voy a señalar algunas cuestiones particulares. Quiero formular 
una pregunta que quizás la Diputada Topolansky me la puede aclarar. Cuando hablamos de la canasta básica, 
¿a cuál nos referimos? ¿A la del Instituto de Economía? Porque hay una canasta básica alimentaria que 
construye el Instituto Nacional de Estadística, sobre la cual se define la línea de pobreza. Esta otra canasta 
básica, supuestamente, surge de otra fuente y sería bueno saber hasta qué punto son articulables una y otra. 


Evidentemente, se suman una serie de costos. Nosotros tenemos un cuarto de canasta básica familiar; habría 
que establecer cuál es el monto de esa canasta para saber a cuánto equivale el subsidio por alimentación y 
artículos de higiene por familia. Luego, tendríamos que conocer cuál es la cantidad de beneficiarios que 
habría. No tenemos este dato, pero por lo menos tendríamos que saber cuál es la unidad básica, es decir, de 
cuánto dinero hablamos por familia. Después podremos estimar si eso toca a los indigentes; de repente es una 
forma de medirlos, entonces, podríamos tener un dato aproximado acerca de cuántos son. Luego, haríamos el 
cálculo sobre cuánto cuesta financiar la primera parte. La segunda, son los 6 metros cúbicos de agua por mes, 
ya que esto también tiene un costo. Y, la tercera, son los 80 kilovatios por mes. Todo esto hay que 
multiplicarlo por el famoso número que nos falta, que es la cantidad de familias beneficiarias. También hay 
que agregar las deudas anteriores, sin ajustes y refinanciadas, y las reconexiones gratuitas. Todo esto nos 
daría el costo global del proyecto. Habría que tener alguna forma de acercarnos. 


Hay un riesgo con los vales. Me parece que puede haber una generación de un mercado secundario de 
negociación de vales. Creo que el uso de la cédula de identidad nos da garantía en cuanto a quien se le 
entrega el vale, pero para su cobro el sistema cerraría por la inscripción de la empresa que lo cobra en la DGI 
a efectos de evitar el riesgo de una comercialización de vales. Porque, en definitiva, la persona puede 
negociar su vale por un porcentaje del dinero y, al final, la compra termina en manos de otra persona. Esto 
puede pasar y hay que tener cuidado. 


No me convence que el Consejo Honorario tenga una integración partidaria. Esto me preocupa. Yo sé que es 
una forma de evitar el clientelismo político por la vía de los controles cruzados, o de cooperativizarlo; ese 
sería el otro riesgo. Entiendo cuál es el sentido: si están todos, todos se cuidan, se controlan recíprocamente, 
pero ese mecanismo no me parece sano. No sé si hay que crear un Consejo Honorario Departamental; no sé si 
no hay que establecer algún organismo -no inventar más burocracia- donde radicar, dentro de las estructuras 
existentes, la administración de estos bienes. 


Me parece difícil que estos Consejos tengan la potestad o la capacidad de exigir a los organismos de 
recaudación el envío de la información sobre los contribuyentes, que es la clave para controlar las 
declaraciones juradas. 


Finalmente, en el artículo 16 de la iniciativa se dice que todo titular del núcleo familiar deberá realizar, a 
modo de contraprestación, trabajos de carácter comunitario. Me pregunto si eso no lleva a una reflexión para 
resolver el problema al revés. Es decir, me planteo si no tendríamos que montar un plan de trabajo 
comunitario y no usar el dinero para entregar vales y en contrapartida exigir trabajos, sino contratar trabajos 
utilizando ese dinero y, entonces, que la gente en lugar de recibir vales reciba la remuneración por su trabajo. 
Desde el punto de vista social esto es más integrativo. 


La vigencia de la ley está vinculada a una reducción de la tasa de desocupación al 8% que, en las actuales 
circunstancias, aparece muy lejana. 


Me parece bien que esto esté atado al cumplimiento de una meta porque -es correcto lo que decía la Diputada 
Topolansky al comienzo de su informe- a veces se ponen a andar cosas que después quedan como residuos y, 
entonces, hace treinta años que se cobra una pensión por algo que ya no tiene sentido, pero está vigente 
porque no se estableció una duración específica. 


Estas son las reflexiones que nos surgieron de la lectura del texto. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- La Diputada Percovich preguntó por la situación de las personas solas. 
Quiero aclarar que evidentemente yo prioricé familias sobre otras realidades sociales que no 
desconozco. Lo que pasa es que no sé es si en un gesto podemos abarcar todo; quizás, tengamos que 
hacer varios gestos. Por ahora, no veo otra solución para ese caso -habría que pensar otra solución- 
más que lo que ya está, que es la posibilidad de acercarse a los comedores de INDA. Lo que pasa es que 
estos están sobrecargados y, si bien se les ha reforzado los rubros, la población se les ha "recontra" 
reforzado. Entonces, hay una distorsión, precisamente, para esa gente que es muy difícil de rescatar 
porque tiene una peripecia vivida para atrás, que no tiene que ver con esta crisis, que viene de antes; 
habrá algún agregado pero hay un paquete de gente que anda por ahí que existía desde antes de la 
crisis. 


Por otra parte, estoy de acuerdo con que habría que hacer un registro tipo; tiene que ser el mismo para todo el 
territorio nacional, entre otras cosas, porque este dato es muy importante para otros organismos del Estado. 
Tal vez, ese punto no esté bien redactado en la iniciativa. 


Como ya dije, puede ser la canasta del Instituto de Economía u otra, tomé esa porque la estudié y los números 
me resultaron interesantes. Si otorgáramos el subsidio completo, serían alrededor de $ 4.500, pero todas las 
familias tienen algún tipo de ingreso, es algo difícil de medir y también me han dicho: "¡Ah, pero se lo van a 
gastar en grappa!". Pero algo tengo que arriesgar porque si no, no ayudo a nadie. 


Capaz que es mejor dar dinero que vales, lo que ocurre es que en general estos programas se mueven así. Por 
ejemplo leí en Internet que en algunos países se habla de un salario básico y puede ser; esto me parece que es 
secundario. Por supuesto que también pueden ser los vales. Todo se puede tergiversar porque evidentemente 
no nos vamos a conformar con esto como sociedad y voy a contar una pequeña anécdota. Yo apoyé la 
creación de una huerta familiar en las afueras de la ciudad de Melo y cuando la teníamos hecha me encontré 
con que la gente no sabía cocinar las verduras que se habían plantado. Entonces, la realidad me presentó otro 
problema y tuvimos que acudir a un recetario y enseñar la preparación por ejemplo de la acelga. La gente no 
tenían el hábito de consumir verduras, así de sencillo. Por supuesto que la aplicación de este proyecto nos va 
a traer problemas, porque a veces el papel simplifica cosas. No importa, si se ve que es más conveniente que 
sea por el lado del sueldo básico yo estaría de acuerdo. 


La creación del Consejo Honorario tiene que ver con duras experiencias de vida que uno tuvo, y por ejemplo 
en caso de una inundación a unas personas les puede llegar ayuda y a otros no; todos tenemos mil anécdotas 
al respecto. Quizás sea mejor utilizar algún organismo existente, creo que no es lo más importante pero sí lo 
es que el organismo que sea esté presente en todos lados, que no se trate de algo centralizado. Para que esto 
funcione es fundamental la descentralización, porque en estas circunstancias creo que puede pasar tanta 
penuria una familia de Artigas como otra de Montevideo. En ese sentido, me parece que el organismo que 
fuere -se me ocurrió que podría ser ese, puede ser otro, no hay problema- debe llegar a todos lados, es decir 
que sea accesible para la gente y que funcione descentralizadamente. En donde hay más requerimiento es 
porque obviamente hay más concentración de población -casi se puede resumir en el área metropolitana y 
Maldonado-, pero como no quiero que el país se siga concentrando en esos puntos y despoblándose en otros 
y pretendo que de algún modo la familia tenga la oportunidad de seguir viviendo en su pago -para mí es casi 
un principio-, tengo que llevar como sea esta ayuda, apoyo o mano a cualquier rincón. Si el organismo que 
planteé no es el más idóneo, no importa, habrá otro, podrá ser la ANEP, INAME o INDA. Me parece que eso 
es secundario en el sentido de que lo importante es el objetivo, es decir, que llegue con cierta fluidez para que 
luego el mecanismo funcione. 


En cuanto a la declaración jurada, es un problema, es algo que debemos ir incorporando. Como 
parlamentarios cada tanto tiempo tenemos que hacer una declaración jurada de nuestros haberes y bienes que 
poseemos. La primera vez que llené la planilla no sabía bien cómo hacerlo porque nunca lo había hecho, pero 
es algo que debería ser para todos. Es un aprendizaje que deberíamos introducir en la sociedad como un 
elemento de educación porque me parece que nos puede servir también para otros organismos como la DGI, 
BPS o Salud Pública. Es decir, los controles van a funcionar si los propios beneficiarios entienden la 
necesidad de que es mejor así. Si no los controles no van a funcionar porque si parto de la base de que todos 
me van a engañar... Por ejemplo, hace unos días en una audición radial me preguntaban sobre este tema y yo 
decía que si parto de la base de que la gente me va a mentir entonces me voy del Parlamento, porque si la 
gente me trajo aquí y no confío en ella para nada... Algún sabandija va a haber, pero eso se da en todos los 
órdenes de la vida. Entonces, capaz que hay que partir desde las escuelas, puedo buscar la forma. Es más, yo 
había redactado -luego lo retiré- que si en estas familias había una mujer, priorizaba que fuera ella quien 
condujera la batuta porque los pocos pesos que pueden ingresar a una casa siempre los administra mejor. Por 
ejemplo, a veces observo a familias que dicen que uno de los integrantes es jubilado y están contentos, uno 
realmente se admira de la maravilla que hacen con una jubilación y es porque hay una administración 
sensata. 


Entonces, creo que hay que confiar e ir agregando otros elementos que tengan que ver con la capacidad; la 
idea de invitar al Ministro de Trabajo y Seguridad Social me parece muy buena porque creo que también 
tenemos que ir capacitando aunque hoy no exista ese trabajo; de ninguna manera podemos saltear el futuro. 
Ante una situación difícil, en un país difícil, debemos mirar lo más lejos que podamos. Quizás la tarea 
comunitaria sea la exigencia de una capacitación para el núcleo. Se me ocurrió la tarea comunitaria porque 
tuve oportunidad en este verano de recorrer algunos hospitales y observé que en el Hospital Pereira Rossell 
había cantidad de niños que no tenían acompañantes por veinticuatro horas, algunos ni siquiera por dos horas. 
Por ejemplo, el otro día vi a un chiquilín que estaba solito en unos semáforos y se me ocurrió que una tarea 
comunitaria podría ser la compañía a un niño internado. Me parece que es una tarea comunitaria muy 
ennoblecedora, no quita trabajo a otra persona y vincula a parte de la sociedad. Si uno comienza a buscar, 
sobran ejemplos. El fichero de las policlínicas barriales presenta alguna dificultad para los médicos, porque la 
historia clínica lleva determinado tiempo confeccionarla. Esa sería una tarea de apoyo neta. Es decir que 
buscando hay tareas comunitarias interesantes y también pueden ser formativas, porque una persona que se 
engancha en esa actividad luego le puede servir para alguna otra cosa. Comencé a pensar y me pregunté: 
¿Qué trabajo le puedo dar? Quizás deba llegar a decirle a alguien que pare la máquina, reparto un poco el 
trabajo y ordeno que lo hagan a pico y pala. Pero, ¿la gente agarra eso? Me tengo que meter en la piel del 
otro, de quien va a tener que hacer la zanja con el pico y la pala y no con la manito de la retroexcavadora. Yo 
repartía un poco de salario así. Sin embargo, no estamos en el Uruguay de comienzos del Siglo XX, cuando 
se hicieron muchas obras. Si uno lee un poco de Historia verá que los adoquinados de Montevideo se 
hicieron de ese modo. Todos los caminos de la zona oeste de Montevideo se hicieron para dar un poco de 
trabajo en la época de Terra. Pero claro, no había maquinaria y la gente iba a trabajar con naturalidad. No sé 
ahora si me agarran viaje. Me hice esa pregunta y lo digo con sinceridad. Por ello pensé en otro tipo de tareas 
que se adaptaran más al Siglo XXI, pero que crearan el hábito del trabajo, del horario, del cumplimiento. Eso 
es insustituible para cualquier formación, especialmente para la gente más joven. Estos son un poco los 
problemas que me planteé. 


SEÑOR PRESIDENTE (Mieres).- Entonces, de acuerdo con la propuesta de la señora Diputada 
Argimón, estableceríamos contacto con el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social para ver si el 
próximo lunes 24 puede concurrir a la Comisión. Le enviaríamos el texto de este proyecto y del 
presentado por el señor Diputado Díaz Maynard sobre Sistema Nacional de Alimentación. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Sería bueno que también nos informara sobre los planes de trabajo y sobre el 
desempleo. 


SEÑORA RONDÁN.-- Solicito especialmente que se nos informe sobre la Junta Nacional de Empleo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, enviaremos al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social estas 
solicitudes de informes. La próxima sesión, si el señor Ministro está disponible, sería el lunes 24. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 16 y 22) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


